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RESUMEN 
En el presente artículo se hace un estudio de las nociones de desarrollo humano y políticas públicas, en 
aras de demostrar la conexión existente entre ambos conceptos y el aporte que estos brindan para reducir 
las desigualdades sociales. Se reflexiona sobre el rol del Estado de Nicaragua para paliar las desigualdades 
sociales, para ello el autor se sumerge en un examen del tipo de políticas públicas que el Estado ejecuta 
en materia de acceso al agua potable en las zonas rurales. Y queda en evidencia que este sector sigue 
siendo excluido por la presencia marginal del Estado. 
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ABSTRACT 
This essay is a study on the notions of human development and public policies, in order to highlight the 
connection between both concepts and the contribution they provide to reduce social inequalities. This 
article reflects on the role of the State of Nicaragua to alleviate social inequalities. The author makes an 
assessment in depth with regards to the public policies enforced by the State in terms of access to drinking 
water in rural areas. And it is clear that this sector continues to be marginalized by the State. 
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Introducción 
n una sociedad en la que la redistribución de la riqueza todavía es una tarea pendiente 
y los beneficios del progreso tecnológico están llegando sólo a un sector del género 
humano (Kliksberg, 2011, p. 2), conviene plantearnos: ¿Cómo paliamos la pobreza 
en Nicaragua? ¿qué está haciendo el Estado nicaragüense para reducir las 
desigualdades? ¿desarrollo humano y políticas públicas están interrelacionadas? ¿qué tipo de 
políticas públicas necesitamos? Sobre la búsqueda de las posibles respuestas a estas 
interrogantes versará el desarrollo del presente artículo. 
Para ello se considera necesario traer a colación los grandes flagelos sociales que hoy día 
afectan a la sociedad en su conjunto y a partir de eso tomar uno de esos escándalos éticos, a 
como les llama Kliksberg, para reflexionar en la búsqueda de las respuestas a las preguntas 
planteadas en las líneas anteriores. En este sentido, Kliksberg (2011, p. 2) explica que el 
hambre inexplicable, el déficit de agua potable en instalaciones sanitarias, elevadas tasas de 
mortalidad infantil y mortalidad materna, los déficits en educación, la generación perdida, 
discriminación de género y el cambio climático son los siete escándalos éticos de nuestros 
tiempos. 
En tal sentido, para efectos de lograr el cometido planteado en este artículo se profundizará 
en el análisis del escándalo ético del déficit de agua potable en Nicaragua. Para ello se 
abordará el acceso al agua potable desde la dimensión de las zonas rurales, por ser uno de 
los sectores más vulnerables de la sociedad. A partir de este análisis se hará un recorrido 
sobre las políticas públicas que está ejecutando el Estado de Nicaragua para paliar la pobreza 
desde el acceso al agua potable de calidad, de manera que las desigualdades en esa área social 
se vayan reduciendo paulatinamente, esto nos permitirá reflexionar sobre el tipo de políticas 
públicas que se están empleando para afrontar el déficit de agua potable. 
Sobre esa base, se planteará una propuesta sobre el tipo de políticas públicas que se necesitan 
para avanzar en la superación del déficit de agua potable, reduciendo así las desigualdades 
sociales para avanzar en una sociedad con desarrollo humano. Lo anterior supone que 
políticas públicas y desarrollo humano están íntimamente relacionadas. Se recurrirá a 
examinar la teoría sobre estas instituciones para a partir de eso establecer la interrelación 
entre ambos conceptos. 
Desarrollo humano y su conexión con políticas públicas 
El estudio de políticas públicas y desarrollo humano y la conexión que existe en 
ambas concepciones, hace necesario establecer el concepto de desarrollo humano. En este 
sentido, Cuéllar y Moreno (2009, p. 87) explican que «en 1990, cuando en los países 
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subdesarrollados de la región habían aumentado los índices de pobreza, como consecuencia 
de los ajustes estructurales exigidos por la aplicación de las políticas neoliberales, surge la 
idea del desarrollo humano». El informe de desarrollo humano del Programa de las Naciones 
Unidas para el Desarrollo [PNUD] define que:  
El desarrollo humano es un proceso mediante el cual se amplían las 
oportunidades de los individuos, las más importantes entre las cuales son una 
vida prolongada y saludable, acceso a la educación y el disfrute de un nivel de 
vida decente (1990, p. 33). 
Es interesante la definición del concepto planteado por el PNUD, en tanto que enfatiza los 
aspectos de la equidad y para ello se hace imperativo la existencia de políticas públicas que 
contribuyan al desarrollo de las capacidades como medio para mejorar sus niveles de vida. 
Por lo anterior, es menester conocer lo que se entiende por políticas públicas para seguir 
estableciendo la interrelación entre éstas y desarrollo humano. 
En tal sentido, se entiende que las políticas públicas son reflejo de los ideales y anhelos de la 
sociedad, expresan los objetivos de bienestar colectivo y permiten entender hacia dónde se 
quiere orientar el desarrollo y cómo hacerlo, evidenciando lo que se pretende conseguir con 
la intervención pública y cómo se distribuyen las responsabilidades y recursos entre los 
actores sociales. Por lo tanto, las políticas públicas no son solo documentos con listados de 
actividades y asignaciones presupuestales, su papel va más allá; son la materialización de la 
acción del Estado, el puente visible entre el gobierno y la ciudadanía (Torres-Melo y 
Santander, 2013, p. 14). 
Por su parte Aguilar Villanueva (1992, p. 24) explica que una política es un comportamiento 
propositivo, intencional, planeado, no simplemente reactivo, casual. Se pone en movimiento 
con la decisión de alcanzar ciertos objetivos a través de ciertos medios: es una acción con 
sentido. Mény y Thoenig. (1992, p. 9) sostienen que política pública es el programa de acción 
de una autoridad que goza de poder público y legitimidad gubernamental. Finalmente, Vargas 
(1999, p. 57) propone que las políticas públicas son un conjunto de sucesivas iniciativas, 
decisiones y acciones del régimen político frente a situaciones socialmente problemáticas y 
que buscan la resolución de estas o llevarlas a niveles manejables. 
De los diversos conceptos dado por los autores se puede afirmar que las políticas públicas 
son decisiones que toman los Estados para solucionar un problema público que ha sido 
planteado por la sociedad organizada.  He aquí la importancia de la incidencia y la 
participación ciudadana para lograr introducir a la agenda pública aquellos problemas sociales 
que más afectan a la población. 
A partir de los conceptos estudiados es imperioso terminar de concretar la conexión entre 
desarrollo humano y políticas públicas, para ello, es menester traer a colación que si el 
desarrollo humano sitúa como centro a la persona dignificando la vida humana, para tal 
cometido se requiere de una serie de acciones ejecutada por el Estado y es aquí donde tienen 
pertinencia e importancia las políticas públicas, puesto que en palabras de Torres-Melo y 
Santander, estas procuran el bienestar colectivo mediante la intervención del Estado para 
garantizar la distribución de las responsabilidades y los recursos entre los actores sociales, es 
decir, las políticas públicas procuran la equidad que plantea el desarrollo humano en los 
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niveles de disfrutar de una vida prolongada y saludable, adquirir conocimientos y tener acceso 
a los recursos necesarios para lograr un nivel de vida decente. 
El rol del Estado de Nicaragua en el acceso al agua potable 
A propósito de tener un nivel de vida decente resulta pertinente preguntarse ¿cómo 
paliamos la pobreza en Nicaragua? ¿qué está haciendo el Estado nicaragüense para reducir 
las desigualdades? Este análisis permitirá conocer el accionar del Estado nicaragüense para 
reducir las desigualdades en materia de acceso al agua potable de calidad en las zonas rurales. 
De lo anterior resulta interesante conocer la regulación legal que el Estado otorga al tema del 
derecho humano al agua, ya que este fue reconocido por la Asamblea General de la ONU 
en julio de 2010 y exhorta a los Estados a hacer todo lo necesario para dar a toda la población 
agua potable y saneamiento de manera suficiente, físicamente accesible y económicamente 
asequible. En tal sentido, es lamentable conocer que la Constitución Política de Nicaragua 
no reconoce el derecho humano al agua de forma autónoma y expresa, sino implícita en el 
artículo 46, en otros derechos como medioambiente saludable, salud y vivienda digna por lo 
que hace falta incluirlo de manera expresa y autónoma, como ya lo han hecho otros países 
como Bolivia, Ecuador y Uruguay. 
Al ser un derecho humano constitucional expreso, se podrían establecer políticas, 
prioridades, regulaciones, estrategias, coordinaciones, comunicaciones, etc., para todos los 
sectores, especialmente los más desprotegidos incluida la biodiversidad, no solo los 
relacionados directamente con la administración del agua (Zeledón, 2017, p. 2). Es por medio 
de la ley Nro. 620 Ley General de Aguas Nacionales, en donde se señala que es obligación y 
prioridad indeclinable del Estado promover, facilitar y regular adecuadamente el suministro 
de agua potable en cantidad y calidad al pueblo nicaragüense (Nicaragua, Asamblea Nacional, 
2007, Ley 620, art. 5). Ahora bien, si el derecho al agua no está regulado constitucionalmente 
en Nicaragua, resulta necesario conocer si existen políticas públicas y de qué tipo son, para 
hacer posible el acceso a este derecho. 
En esa línea, cabe apuntar que, con la llegada del Gobierno de Reconciliación y Unidad 
Nacional en el 2007, se creó el Plan de Desarrollo Institucional de la Empresa Nicaragüense 
de Acueductos y Alcantarillados [ENACAL] 2008 2012, expresada en una política de agua 
y de inversión en agua y alcantarillado sanitario, renovando su visión y misión institucional. 
En dicho plan se establece que ENACAL es la entidad pública que debe implementar la 
política de aguas para el consumo humano y el alcantarillado sanitario, el uso eficiente y 
racional de las fuentes de agua subterráneas y superficiales destinadas al agua potable que 
beneficiarán a la sociedad en su conjunto, con prioridad hacia los sectores menos atendidos 
por los gobiernos pasados.
Con el plan se eliminó la «Estrategia Sectorial de Agua potable y Saneamiento 2005 2015», 
presentada oficialmente en el año 2006 durante el Gobierno de Enrique Bolaños. Esta 
estrategia tenía la finalidad de privatizar el agua potable en dos etapas: 
1. Período 2006 2009: Desconcentración de ENACAL mediante la 
formación de Unidades de Negocios Regionales (UNRS); ENACAL se 
iba a reestructurar como una unidad de apoyo a las UNRS; 
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2. Período 2006 2015: Descentralización de las UNRS en Unidades de 
Negocios Regionales Descentralizadas (UNRDs) con personería 
jurídica independiente y posesión de activos. Período en que ENACAL 
dejaría de existir (Empresa Nicaragüense de Acueductos y 
Alcantarillados [ENACAL], 2008, p. 13). 
Aquí cabe reconocer y señalar algo muy importante que sucede en el servicio de agua potable 
y es que con este plan se pone fin al proceso de privatización que se pretendía con la 
Estrategia Sectorial de Agua potable y Saneamiento, 2005 2015, es decir, el Plan de 
Desarrollo Institucional de ENACAL en teoría garantiza agua para todos y todas, pues uno 
de los objetivos estratégicos del plan era alcanzar la justicia y equidad social en el acceso al 
agua potable con calidad (ENACAL, 2008, p. 10). Sin embargo, se hace necesario conocer 
cómo se materializó en la práctica este plan para hacer posible el alcance de dicho objetivo. 
Según el Plan de Desarrollo Institucional de ENACAL 2008-2012, esta institución pasa a 
convertirse en la principal herramienta del gobierno para proveer soluciones de agua potable 
y alcantarillado sanitario, tomando en consideración a los sectores más pobres de la 
población. En el ámbito rural, esta misión la ejerce ENACAL a través del Departamento de 
Acueductos Rurales y las Delegaciones Departamentales, que dan apoyo técnico a los 
Comités de Agua Potable y Saneamiento (CAPS). 
De lo anterior se puede apreciar que el plan no contiene una política específica para el sector 
rural, sino que se limita a dar apoyo técnico a los CAPS, en lugar de asumir la responsabilidad 
estatal de garantizar agua potable para toda la población sin distinción alguna. Esta ausencia 
de prioridad a la zona rural se termina de evidenciar en la política de inversión pública en 
agua establecida en el plan, la cual en su parte conducente se lee: 
Alcanzar el equilibrio financiero y la sostenibilidad técnica, ambiental y social 
de ENACAL, entidad del Estado que tiene como objetivo mejorar y ampliar 
el acceso al servicio de agua potable y de alcantarillado sanitario a la mayoría 
de los nicaragüenses, especialmente a los pobladores excluidos por los 
gobiernos anteriores. Lograr una cobertura efectiva, urbana y periurbana 
nacional del 88 % en agua potable y de al menos 53 % en alcantarillado 
sanitario, dando prioridad a los asentamientos de la capital y a las ciudades 
intermedias con mayor concentración de población (ENACAL, 2008, p. 18). 
De lo anterior se evidencia que en el esfuerzo de mejorar en la cobertura efectiva de agua 
potable no se incluye la zona rural, sino que el plan se centra en la zona urbana y periurbana 
nacional. En tal sentido, es atinente traer a colación que el Boletín Informativo el Agua, de 
la Organización Panamericana de la Salud, señala que en el país funcionan 5,200 CAPS que 
garantizan el agua al menos a un millón de personas que no son abastecidas por ENACAL. 
Casi un 20 % de la población en Nicaragua se sirve del agua por gestión comunitaria 
(Organización Panamericana de la Salud [OPS], 2015, pp.7-8). 
Asimismo, el Boletín Informativo el Agua de la OPS señala que la Encuesta Nicaragüense 
de Demografía y Salud (ENDESA) 2011/12 presenta que el 66 % de las viviendas acceden 
a la red de agua potable y segura (cuando poseen tubería dentro de la vivienda o si tienen 
CUADERNO JURÍDICO Y POLÍTICO   |Vol. 7 Nro. 17. Enero-junio de 2021 
97 
 
una llave en el patio). Este porcentaje varía drásticamente según zona geográfica, siendo 
91.20 % en zonas urbanas y 30.50 % en zona rural (OPS, 2015, p. 7). 
Del análisis de esta información se desprenden tres situaciones importantes de dejar bien 
señaladas: la primera es que hay un gran déficit de acceso al servicio de agua potable en las 
zonas rurales producto de la ausencia de políticas públicas para atender este flagelo; la 
segunda es que, ante la ausencia de ese rol del Estado, la gestión comunitaria ha cobrado una 
gran importancia para paliar el déficit del acceso al servicio de agua potable mediante la 
creación de los CAPS. Lo tercero importante de señalar es que pareciera que existe una forma 
oculta e indirecta de privatizar el agua potable en las zonas rurales a través de los CAPS, 
pues, aunque el patrimonio de los CAPS es considerado de propiedad colectiva, estos pueden 
ser objeto de enajenación (Nicaragua, Asamblea Nacional, 2010, Decreto 50-2010, art. 24). 
Es decir, lo anterior supone que el Estado deja de cumplir con su obligación de garantizar el 
acceso al agua potable, por ello la gestión comunitaria resuelve ese déficit del Estado por 
medio de los CAPS y luego terceros tienen la posibilidad de comprar el patrimonio del CAPS, 
y así el tercero se convierte en un proveedor privado del servicio de agua potable, tal como 
estaba previsto con la figura de las Unidades de Negocios Regionales Descentralizadas 
(UNRDs) que proponía la Estrategia Sectorial de Agua potable y Saneamiento, 2005 2015. 
Actualmente está vigente el Programa Integral Sectorial de Agua y Saneamiento Humano de 
Nicaragua (PISASH), el cual responde al compromiso que establece el Plan Nacional de 
Desarrollo Humano (PNDH) para implementar una estrategia de desarrollo para el sector 
agua y saneamiento, implicando a varias instituciones del Estado, entre ellas a ENACAL, en 
lo relacionado a los servicios urbanos de agua y saneamiento. Según este programa Nicaragua 
alcanzará el 96 % de cobertura total de agua potable en 2021. 
Como parte de los objetivos estratégicos de este programa se encuentran los siguientes: 
1. Mejorar las condiciones de acceso al agua potable y al saneamiento en 36 
ciudades de Nicaragua. 
2. Gestionar con parámetros de eficiencia y calidad los sistemas mejorados de 
agua potable y saneamiento en 19 ciudades de Nicaragua. 
3. Gestionar con parámetros de eficacia el programa de inversión pública de 
ENACAL. 
De la lectura de la finalidad y los objetivos estratégicos del programa se puede constatar que 
el mismo está orientado a satisfacer las necesidades de la población urbana. Por lo que se 
puede afirmar que tanto el Plan de Desarrollo Institucional de ENACAL 2008 2012 y el 
Programa Integral Sectorial de Agua y Saneamiento Humano de Nicaragua (PISASH), son 
políticas públicas excluyentes, puesto que la población de la zona rural de Nicaragua no es 
tomada en cuenta en la formulación de las políticas públicas, se les deja en el abandono, por 
lo que las mismas deben de resolver el acceso al agua potable mediante la gestión 
comunitaria. 
Es decir, hay una presencia diferenciada del Estado que se puede encasillar en lo que Michael 
Mann llama crisis estructural de los Estados-nación. Siendo que el Estado toma decisiones 
sin consultar a los gobernados, también se puede afirmar que el Estado nicaragüense tiene 
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un poder despótico, el cual es definido como la capacidad de las elites estatales para tomar 
decisiones sin negociaciones regulares con sectores y grupos de la sociedad civil (Mann, 2004, 
p. 180). 
¿Qué tipo de políticas públicas urgen para reducir las desigualdades? 
A partir de la reflexión planteada en las líneas anteriores se puede mencionar tres 
características básicas que deben identificar a las políticas públicas en Nicaragua. La primera 
es crear una política inclusiva con la que se rompa con la presencia marginal del Estado en 
las zonas rurales donde es evidente la exclusión social. No basta atender a la población 
urbana para reducir las desigualdades sociales, el Estado debe penetrar en aquellas zonas 
olvidadas y marginadas por muchos años. 
De hecho, una política incluyente y eficiente también garantiza estabilidad política ya que el 
acceso a los servicios de buena calidad produce estabilidad política y contribuye a la paz 
social, pues de otro modo las poblaciones hacen sentir sus frustraciones, a veces, en forma 
explosiva y violenta cuando sus necesidades más básicas como el agua no son satisfechas 
(Hantke-Domas y Jouravlev, 2011. p. 8). 
La introducción de la noción de inclusión, cambia el eje de discusión al tomar como punto 
de partida el reconocimiento de que la sociedad no es homogénea y la diversidad constituye 
un componente fundamental que merece ser revalorizado. Esto supone un cambio sustancial 
del foco de análisis en la medida en que, tradicionalmente, se consideró a la diversidad una 
desventaja y un obstáculo a remover para construir sociedades homogéneas, requisito 
indispensable de un Estado-nación en sentido clásico (Chiroleu. 2009. p. 2). 
En esta línea, Payá Rico (2010, p. 127) explica que la inclusión es un proceso que en la 
práctica nunca finaliza, debiendo ser considerada como una búsqueda interminable de 
formas más adecuadas de responder a la diversidad. Se centra en la identificación y 
eliminación de barreras para planificar mejoras en políticas y prácticas inclusivas, así como 
estimular la creatividad y la resolución de problemas. 
Por su parte, John Rawls citado por Chiroleu (2009. p. 3), sostiene que al formular la política 
pública se debe aspirar a mejorar el bienestar de aquel que se encuentre en peores 
condiciones sociales. Es decir, propone maximizar la utilidad mínima en vez de maximizar 
la suma de la utilidad total de la sociedad. Este criterio denominado maximin implica que el 
Estado debe aspirar a maximizar el bienestar de la persona que se encuentra peor situada en 
la sociedad, aunque esto por sí mismo no garantice la construcción de una sociedad 
totalmente igualitaria. 
Lo segundo es que se necesitan políticas públicas a largo plazo para dar solución a los 
problemas públicos que la sociedad organizada ha llevado a la agenda pública, en tal sentido, 
Hantke-Domas y Jouravlev (2011, p. 14) explican que resulta esencial que el esfuerzo no se 
centre solamente en los aspectos normativos que definirán el marco de acción , sino que 
se continúe con la planificación y, sobre todo, la implementación de esta en el largo plazo 
como una política de Estado. 
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Estein y Tommasi explican que una de las características clave de las políticas públicas debe 
incluir la estabilidad, pero no se debe confundir estabilidad con rigidez. Contar con políticas 
estables no significa que las políticas no puedan cambiar en lo absoluto, sino más bien que 
los ajustes respondan a cambios de las condiciones económicas o a defectos de las políticas 
más que a caprichos políticos (2006, p. 396). 
La estabilidad de una política pública reflejada en su ejecución a largo plazo también 
dependerá de otras condiciones en la gobernabilidad del país. En esa línea, Franco y 
Scartascini señalan que sólo la cooperación de los actores a lo largo del tiempo permite que 
las políticas se mantengan cuando asume una nueva administración. Si la cooperación a largo 
plazo con otros actores no es posible, cada agente probablemente favorecerá políticas 
oportunistas de corto plazo en lugar de políticas de largo plazo que podrían favorecer a otros 
(2014, pp. 7-8). 
La tercera característica es que sea una política pública que cuente con recursos económicos 
y humanos idóneos para su implementación, porque de lo contrario todo quedaría reducido 
a un excelente discurso impreso en un papel. Benavente y Valdés sostienen que si bien las 
políticas tienen en general un presupuesto asignado para su implementación, no siempre 
están garantizados los recursos administrativos, cuestión que constituye un factor importante 
para el éxito de las políticas (2014, p. 118). 
Ahora bien, el tema de los recursos humanos es un elemento que merece especial atención 
porque trata de las relaciones, de por sí conflictivas, entre los requerimientos de personal (en 
tipo, cantidad y calidad) de los empleadores y la oferta de las instituciones formadoras, de 
manera que sea congruente con la situación real del país y responda a las necesidades y 
demandas de la población usuaria (Comisión Nacional de Seguimiento a la Propuesta de 
Reforma Integral de Salud, 2006, p. 7). 
Por su parte, Diéguez (2018, p. 1) propone que resulta indispensable dentro de la 
administración pública contar con una política de gestión integral de los recursos humanos 
que contemple de manera consistente los formatos de reclutamiento, capacitación y 
remuneración de los directivos públicos. Que sean elegidos mediante concursos de oposición 
y antecedentes es una condición necesaria, mas no suficiente para la institucionalización y 
profesionalización del espacio directivo, en donde este tipo de funcionarios son responsables 
tanto civil como penalmente por sus actos administrativos. 
En el foro existe cierto acuerdo en torno a algunos criterios generales para valorar las 
bondades de una política, entre ellas que sea factible, es decir, que los instrumentos 
seleccionados no sean prohibitivamente costosos, en términos de recursos económicos, 
temporales y humanos (Aguilar, Galíndez y Velasco, 2005, p. 7). 
Conclusiones 
1. Existe en Nicaragua, en materia de acceso a agua potable, una política pública 
excluyente que deja en el abandono al sector rural que históricamente ha sido 
marginado y mantiene en situación de vulnerabilidad a miles de campesinos, 
mujeres, niños y niñas. 
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2. Si bien es cierto que se puso fin a la privatización del agua potable que se 
pretendía desde el año 2006, pareciera que existe una forma de privatización 
indirecta y oculta del agua potable en las zonas rurales. Esto sería aún más 
grave que la estrategia de privatización del año 2006, puesto que al ser de 
forma silenciosa a la población no le es fácil de identificar la privatización 
disfrazada a través de los CAPS, y por lo tanto les limitaría organizarse para 
luchar en contra de la privatización. Asimismo, es más cruel porque el sector 
históricamente abandonado por el Estado es quien sufriría las consecuencias 
de la privatización del agua potable. 
3. La gestión comunitaria ha cobrado mucha importancia asumiendo los roles 
que el Estado ha dejado de cumplir en la satisfacción de las necesidades de la 
población en el derecho humano al agua. 
4. Urge en Nicaragua dar pasos genuinos en el impulso del desarrollo humano, 
para ello se necesitan políticas públicas inclusivas, a largo plazo y con 
asignación de recursos que permitan reducir las desigualdades sociales y 
dignificar la vida humana. 
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